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SALA SEGUNDA

Sección Cuarta

ExcMos. snñoRss:

Don Alvaro Rodriguez Bereijo

Don José Gabaldón L6pez

Don CarLes Viver Pi-Sunyer

Núm. de Registro: 980/92

ASIINTO: Recurso de amparo

promovido por doña Marfa del

Carmen Hernández Santana Y

ot,ras personas

SOBRE: Cont,ra providencia del

Juzgado de Primera Instancia

e Instrucción nr1m. 4 de Telde

(Las Palmas de Gran Canaria)

por }a que Ee deniega Ia

part icipación de las

recurrentes en e] Proceso
judicial de desahucio Por

p reca r io  núm.  6 /92 .

La Sección ha examinado el recurso interpuesto por

Marfa del Carmen Hernández Santana y otras personas.

I.- ANTECEDENTES

l. Por escrito registrado en este Tribunal el 13 de abriL

de Lggz, dofla fsabeJ Cañedo Vega, Procuradora de los Tribunales

y de doña Marfa del Carmen Hernández Santana, doña Marfa de l-oe

Angeles Robaina González y doña Marfa del Carmen Medina

González, representantes det Comité de Empresa de la Comunidad

Agrfco la "Las Rosas"  de "El  Quinto"  (J inamar,  Te1de)  r  in terpone
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recurao de amparo contra providencia de

Juzgado de Primera Instancia núm. 4 de

inadmit,e eecrito de personación en los

p reca r io  núm.  6 /92 .

0 o€00253

L2 de marzo de L992 de1

Telder por eI que s¡e

autos de deeahucj-o por

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda son,

sucint,ament,e expuestos, Ios que siguen:

a) La entidad inmobil iaria propietaria de1 almacén de1 que era

arrendat,ario el t i tular de la empresa en Ia que trabajan las

recurrentes, promovió juicio de desahucio por precario. La de-

manda dio lugar a 1os autos núm. 6/92, tramitados ante e} Jtz-

gado de Primera Instancia e Instrucción núm. 4 de Telde.

b) Ante tal circunstancia, el empresario instó un Expedient'e

de Regulaci-ón de Enpleo que fue dejado sin efecto por un Acuer-

do adoptado como consecuencia de una resolución de la

Consejerfa de Poll t ica Terri toriaL de la Comunidad de Canarias

por 1a que se recali f icaba como equipamient,o cultural la parce-

la en la que se encuentra el centro de trabajo, guedando asi

somet,ida a expropiación, 1o que constit ,ula la base para

alcanzar un acuerdo con Ia citada Consejerfa a} objeto de

asegurar  los puestos de t rabajo.

b) I. ,os trabajadores intentaron personarse en eI procedimiento

de desahucio, habida cuenta de que sospechaban que el empresa-

rio pret,endfa al lanarse para asf provocar una situación de

fuerza mayor que le permit iera extinguir las relaciones labora-

les s in  t ,ener  que indemnizar les.

c) Por providencia de 3 de marzo de L992 (fecha para Ia que

est,aba señalado el- acto del juicio oral ) ,  eI ,Juzgado acordó no

haber lugar a admitir Ia personación int,eresada, aI no

acreditarse Ia Litularidad de una relación jurfdica dependiente

de la deducida en el proceso "y quedando a salvo los intereses

de los instantes"  por  así  establ -ecer lo  "eI  punto 3 del  Acta del
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Acuerdo recaido en el Expediente de regulación de empleo nt1m.

24/9L", en el que se salvaguarda el derecho de los t,rabajadores

a j-nstar lae acciones legales pert inent,es para eI supuesto de

que judicialment,e se acordara el desalojo del centro de

t , raba jo .

d) Celebrado el acto del juicio, €I empresario-arrendatario se

allanó a las pretensiones de la propiedad. Dentro del plazo

est,ablecido, Ias ahora demandantes de amparo promovieron

recurso de reposición contra la providencia de 3 de marzoi

recurso que dio lugar a una nueva providencia de L2 de marzo de

1992 por la que se acuerda no haber lugar aI mismo.

3. Se interpone recurso de amparo contra las cit,adas provi-

dencias,  interesando su nul idad. Se sol ic i ta asimismor Por

otrosfr gü€ se suspenda la ejecución de las providencias impug-

nadas y de las resoluciones judic ia les post,er iores,

especialmente la de 1a eventual Sentencia que ponga fin a Los

autos 6/92. A ju ic io de las demandantes,  con las resoluciones

impugnadas se habrÍa inpedido su acceso a un proceso en el que

se ventiLaban cuestiones que afectan a sus derechos, siendo

apl icable aI  caso l -a doct,r ina contenida en Ia STC 6/L992.

4.  Mediante prov idencia de 6 de ju l io  de L992,  Ia  Sección

Cuart,a de este Tribunal acordó, de conformidad con lo dispuesto

en el art,.  50.3 LOTC, conceder a 1as demandantes de amparo y a1

Ministerio Fiscal un plazo común de diez dlas para que formuLa-

ran las alegaciones que estimasen pert inentes en relación con

la posible concurrencia de la causa de inadmisión contemplada

en eI  ar t .  50.L c)  LOTCr por  carecer  Ia  demanda mani f iestamente

de cont,enido que justi f ique una resolución sobre el fondo.

5. La representación procesal de las recurrentes registró

su escr i to de alegaciones e1 22 de ju l io de L992. En éI  se
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reit,era que eI al lanamiento del empresario ante 1a demanda de

desahucio por precario evidencia la intención de Ia empresa de

uti l izar eI desahucio para conseguir la ext, inción de los

contrat,os laborales por causa de fuerza mayor y obtener asf la

autorización administrativa de expediente de crisis previsto en

e1 ar t .  51.  det  Estatuto de los Trabajadores.  Prec isamente con

el f in de defender Ia pervivencia de las relaciones laborales y

para evitar un posible fraude aI Fondo de Garant, la Salarial,  €f

Comité de Empresa intentó acceder aI proceso de desahucj-o para

sostener, por un lado, güe e1 contrato que vincuLaba aI dueño

del l-ocal y a ]a empresa era típicamente oneroso, 1o que des-

cart,aba la posibi l idad del desahucio por precario; Y, por otro,

eüer de no estimarse cierta la relación jurfdica onerosa entre

eI propietario del local y la empresar 8e estarfa en presencj-a

de una solidaridad empresarial entre ambos, lo que supondrfa

que eI primero no podria ejercitar acción de desahucio contra

la segunda, pues 1a cesión de local serla en realidad un

autocontrato, excluyéndose asÍ también La concurrencia de un

presupuesto necesar io  para eI  éx i to  del  desahucio.  E l lo  no obs-

tant,e, continúan 1as recurrentes, Ia resolución judicial impug-

nada irnpidió su part icipación en eI proceso y Ia art iculaci-ón

de una auténtica oposición material a la demanda de desahucio,

1o que determinó guer al lanado el empresario, 8e consumaran un

verdadero fraude de ley y abuso de derecho.

Tras reproduci r  Ia  doct r ina establec ida en La SgC 6/L9921

eI escrito de alegaciones concluye solicitando que se acuerde

Ia t rami tac ión del  presente recurso.

6.  E l  Min ieLer io  F iscal  reg is t ró 6u escr i to  de a legaciones

el  L5 de ju l io  de L992.  Señala eI  Min is ter io  Pt lb l ico que Ia

pret,ensión de las recurrentes se fundamenta en }a denegación de

acceso al proceso, vulnerador -supuestamente- de la tut 'ela

prev is ta en e l  ar t , .  24.1 de la  Const i tuc ión.  Asf  acotada la

cuestión debatida, recuerda el Ministerio Fiscal que en e1 ATC

742/L984, con mot, ivo de una falta de reconocimiento de

legit irnación en un proceso interdictaL a la t, i tular regist,ral
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de Ia f inca en la que se estaba desarrol lando una obra nueva'

est,e Tribunal- declaró que " 1a concreción de Ia legit, imación en

un proceso es una cuestión de mera legalidad ordinaria cuya

resolución corresponde, de conformidad con 1o dispuesto en e1

a r t , .  L17 .3  de  La  C .8 . ,  a  l a  j u r i sd i cc i ón  o rd i na r i a  ( . . . ) '  ( f . j .

2l,  de suerte que La única excepción sería la basada en l-a

agresión a derechos fundamentales implfcita en una decisión ar-

bitraria o irrazonada. Aplicando estas ideas al presente caso

-cont inr la  e l  Min is ter io  F iscal  en su escr i to  de a legaciones-  es

verdad que puede exist ir un interés de las recurrentes en eI

resul tado del  ju ic io  de desahucio,  pero,  e l lo  no obstante,  Ja

explicación que se ofrece en l-a providencia de 3 de marzo de

L992 sobre e l  rechazo "a l imine"  del  escr i to  de personaciónr  I lo

puede cali f icarse de arbitraria o irrazonada, toda vez que aúna

en su motivación Ia carencia de t i tularidad en la relación ju-

rfdica material (aI no ser el- aspirante a parte ni arrendador

ni arrendatario) con la salvaguarda de los int,ereses de los

t , rabajadores afectados.  En consecuencia,  e l  Min is ter io  F iscal

interesa que se inadmita eL recurso de amparo por carecer de

contenido que justi f ique una decisión en forma de Sent,encia.

II. FT'NDAMENTOS JURIDICOS

1. Procede confirmar la concurrencia de la causa de

inaünisión puesta ya de rnanifiesto en nuestra providencia de 6

de ju l io  de  L992.

No puede negarse que los trabajadores representados por el

Comité de Empresa de1 que forman parte las recurrentes tienen

un interés material directo en el- asunto debatido en eL proceso

de desahucio; eIIo no obstante, parece igualmente claro que

dicho interés mat,erial o fáctico no alcanza a erigirse en el

interés jurfdico y legftirno necesario para poder ser parte en

aquél proceso, habida cuenta de la inexistencia de una relación

jurfdica con el  objeto del  mismo. Así 1o ha entendido,
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razonadamente, ef Juzgado de Primera Instancia, órgano aL Qu€,

de conformidad con 1o d ispuesto en eI  ar t .  117.3 de la  Const i -

tución, corresponde determinar, con caráct,er exclusivo, los

térmj.nos en los que queda trabada la relación procesal.

2. Est,e Tribunal sóIo podrfa revisar Ia decisión adoptada

por el órgano judicial si la misma fuera manif iestamente arbi-

traria o infundada, Io que no parece desde luego el- caso. Es

obvio que de lo decidido en e1 proceso en el que no han podido

personarse habrá de depender, en principio, €I mantenimiento de

e¡us puestos de trabajo. En opinión de los recurrentes, esta

conexión causal entre el proceso de desahucio y sus intereses

laboralee les legit ima para ser parte en aquéI, alegando aI

efecto Ia  doct r ina contenida en la  STC 6/L992.  Con todo,  ha de

hacerse notar que e1 supuesto debatido en eeta Sentencia -por

encima de las aparentes simil i tudes con el ahora planteado-

presentaba una serie de peculiaridades que no concurren en el-

present,e; y el lo porque en aquel asunto se trataba del interés

de un inquit ino (poseedor) a que el nuevo propieLario de la

vivienda arrendada no accediese a 1a posesión del mismo, siendo

así eü€r como consecuencia de1 embargo y subasta de La

vivienda, la nueva propiedad habla obtenido un mandamiento

judicial de desalojo que privaba al arrendatario de su derecho

de poseeión sin haber sido oídoi en e1 presente casor PoE eI

contrario, Ia cuestión que ha de resolverse es si el empresario

ocupaba el local en precario; de ser asf, procederá el

desahucio, sin que con Ia adquisición de 1a posesión por parte

del propiet,ario se subrogue éste en la posición que -como

empresario- ostentaba e1 desahuciado y sin gü€r en

consecuencia, puedan los trabajadores oponer la pretensión de

que Ia propiedad respete alguno de sus derechos.

El interés material de Las trabajadoras, según se ha dicho,

€6r en principio, innegable, pero no todo interés material se

traduce necesariamente en un interés legft imo para ser parLe en

un determinado proceso. Corresponde a1 legislador delimit,ar Ia
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frontera entre ambos intereses y aI juzgador ordinario aplicar

en cada supuesto }as previsiones legislat, ivas de manera razona-

ble y no arbitraria. En el asunto ahora planteado, el Juzgado

ha ent,endido que la relación procesal -de acuerdo con la norma-

tiva procesal aplicable- quedaba ya trabada con La intervención

del propiet,ario del loca1 y del empresario, haciendo además es-

pecial mención de la salvaguarda de los derechos laborales de

los t rabajadores,  suf ic ient ,ementec garant izada,  a su ju ic io ,

por e} acuerdo alcanzado en eI Espediente de Regulación de Em-

p1eo .

3. Por 1o demás, y en otro orden de consideracionesr r lo ha

de olvidarse que el local l i t igioso parece sujet,o a una inmi-

nente expropiación, exist, iendo un acuerdo por parte de la

CC.AA. de Canarias para asegurar la viabil idad de la empre6a.

En esas condiciones, parece claro que eI desahucio no ha de in-

cidir -en principio- en 1a subsistencj-a de Los puestos de tra-

bajo, dado que nada impide que Ia expropiación se l l-eve a tér-

mino, con Io que incluso puede afirmarse que e1 interés

material de las t,rabajadoras respecto del proceeo de desahucio

es más aparente que efectivo.

Por lo expuestor la Sección acuerda la inaünieión deL

presente recurso y el archivo de las act,uaciones.

Madrid, diecinueve de octubre de mil novecientos

novent,a y dos.

t

\---

- 7 -

0 050 0248

,,t'"'fd\


